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PRESIDEN: Señores Representantes Eduardo Brenta, Presidente e Iván Posada, Vicepresidente. 


MIEMBROS: Señores Representantes José Amorín, Alfredo Asti, Roberto Conde, Jorge Gandini, 
Carlos González Alvarez, Gonzalo Mujica, Lourdes Ontaneda y Héctor Tajam. 


INTEGRANTES: Señores Representantes Miguel Asqueta Sóñora, Luis José Gallo Imperiale, José Quintín 
Olano Llano y Alvaro Vega Llanes. 


ASISTEN: Señor Representante Daniel Bianchi. 


SEÑOR PRESIDENTE (Brenta).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Continúa la discusión particular del articulado del proyecto de ley referido a la creación del Fondo Nacional 
de Salud. Ya habíamos votado el artículo 1” y acordamos continuar con la votación en el día de hoy. La Mesa 
realizó algunas consultas y propone votar el articulado en bloque desglosando los artículos 2”, 7%, 8* y 9%, 


La señora Secretaria va a hacer referencia a algunos errores que solicitaremos corrija la Cámara de Senadores 
a través de una Fe de Erratas. 


SEÑORA SECRETARIA.- Cuando el artículo 1” hace referencia a la Ley N* 16.713 figura la fecha 1” 
de setiembre cuando debería ser 3 de setiembre. Esto también figura en el artículo 2” y en el literal c) 
del artículo 3". 


En el artículo 14 figura la fecha 6 de enero cuando debería decir 5 de enero. 


SEÑOR ASTI.- Hay otro error en el artículo 9” que refiere a la aportación progresiva hasta alcanzar el 
3% establecido en el artículo 7”. Sin embargo, en el artículo 7” no se hace referencia a ninguna 


progresión. Allí debe hacerse referencia al artículo 4”, donde sí está establecido. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Esta corrección también será solicitada al Senado. 
SEÑOR POSADA.- Solicito que se desglose también el artículo 11. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión todo el articulado excepto el artículo 1”, que ya fue votado, y los 
artículos 2", 7”, 8”, 9” y 11 que serán desglosados. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en bloque todo el articulado excepto los artículos 2%, 7%, 8%, 9% y 
11. Recordemos que ya habíamos votado el artículo 1”. 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 2”. 
SEÑOR POSADA.- Solicito que a los efectos de la votación de este artículo se excluya el último inciso. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- En este artículo quisiéramos incluir una serie de modificaciones. 
Me refiero a que se incluya en este régimen a otro grupo de personas que no estarían comprendidas. 


En primer lugar, me gustaría modificar el artículo 186 de la Ley N” 16.713 a efectos de eliminar la restricción 
a los jubilados no dependientes. Ese artículo en la actualidad dice que los que tengan generado jubilación por 
trabajo en calidad de no dependiente no tienen derecho a la cuota mutual, a pesar de estar por debajo de 
cierto límite. Reitero que quisiéramos eliminar esa restricción y que se modificara la Ley N* 16.713 a efectos 
de dar cobertura a los jubilados patrones. Nos gustaría incluir esto en el literal A). Si el literal A) no tiene esta 
incorporación no estaríamos en condiciones de votarlo. 


También quisiéramos que este régimen fuera aplicable a los becarios y pasantes que aquí están excluidos. No 
estamos en contra de todo el artículo sino de que no diga algunas cosas que precisamente son las que 
queremos incluir. 


Asimismo, se exceptúa a los funcionarios de los Ministerios de Defensa Nacional, del Interior y de Salud 
Pública, y nosotros pensamos que sería bueno permitirles optar entre los servicios de esas instituciones y una 
mutualista. Digo esto porque puede haber funcionarios a quienes no les guste, no les sirva o consideren que el 
servicio que les brinda el Ministerio de Defensa Nacional o el Ministerio del Interior es malo. Como se ha 
dicho en Sala, hay lugares en los que los policías no tienen servicio; entonces, le resultaría mejor al policía 
poder optar por ir a una mutualista y no estar en el servicio del Ministerio del Interior. Esto también lo 
quisiéramos cambiar, pero hasta ahora no hemos encontrado eco, a menos que en la tarde de hoy los demás 
compañeros de la Comisión acepten esta sugerencia; de lo contrario, votaremos en contra de este artículo por 
las cosas que no contiene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Posada pidió que se desglose el último inciso de este 
artículo. 


SEÑOR ASTI.- Con relación a la propuesta del señor Diputado González Álvarez en el sentido de 
modificar el artículo 186 de la Ley N” 16.713, a nuestro entender, ello requiere iniciativa privativa del 
Poder Ejecutivo, de acuerdo con el artículo 86 de la Constitución de la República. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Quiero hacer una aclaración porque, de lo contrario, quedará en la versión 
taquigráfica sin que nadie haya dicho nada al respecto. 


En el interior del país, la policía tiene un acuerdo con FEMI, por lo cual el efectivo policial -no su familia- 
tiene cobertura en las mutualistas. O sea que el personal policial del interior del país tiene su situación, en 
principio, resuelta. 


SEÑOR POSADA.- El funcionario policial y su cónyuge. 
SEÑOR VEGA LLANES.- Exacto. 


Quien se atiende en Salud Pública es el resto de su familia o, eventualmente, pagarán la mutualista; no tengo 
muy claro eso. Esa gente, además, no pierde su derecho a atenderse en el Hospital Policial, es decir, tiene una 
especie de doble cobertura, que es una de las cosas que en algún momento se va a prohibir en este país. Los 
que se atienden en el Hospital Policial son los efectivos policiales de Montevideo y, eventualmente, la familia 
de los policías de Montevideo y del interior del país, pero la situación del efectivo policial está resuelta. 


Distinto es el caso de los militares, que tienen derecho al Hospital Militar y se atienden en Salud Pública a 
través de convenios. 


SEÑOR POSADA.- En muchos casos, en las reparticiones militares hay una cobertura, por lo menos, 
de atención primaria, incluso con la entrega de medicamentos, salvo en los casos en los que se necesitan 
traslados; ahí sí vienen al Hospital Militar. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Quería plantear eso porque las diferencias, cuando menos, se achican. 


Creo que en este aspecto la exclusión de ambos Ministerios en esta etapa de la ley no es mala cosa, está bien. 
Digo esto porque, en primer lugar, sería meternos en un lío, y creo que hay problemas que debemos comprar 
y otros no. Cuando la Ley del Sistema Nacional Integrado de Salud salga -supongo que la vamos a discutir y 
vamos a hacerle las modificaciones que hay que hacer, junto con el Senado o después de él, porque alguna 
modificación es obvio que hay que hacerle; lo anuncio-, va a estar todo el mundo integrado; todos los que 
tienen una remuneración pública o privada van a estar integrados en el Sistema Nacional de Salud. Entonces, 
meternos a discutir en este momento, cuando estamos considerando una ley de transición, sobre aquellos que 
no están incluidos, me parece que no es la política más adecuada; creo que estamos comprando problemas. 


¿Quieren que diga qué pienso? Yo creo que los funcionarios de Salud Pública, que tanto dicen por la radio 
que quieren el Sistema Nacional Integrado de Salud, deberían estar a la cabeza y no a la cola, y en vez de 
excluirse, deberían ser los primeros. No me voy a pelear con ellos hoy, pero ellos van a entrar en el Sistema 
Nacional Integrado de Salud. Lo mismo pasa con el personal militar y policial. El problema es que hay 
hipertrofias que se han generado, y tenemos que ver cómo las vamos procesando. 


El Hospital Militar, en realidad, debería ser un hospital para militares en situaciones de heridas militares, 
pero, de hecho, se ha transformado en una especie de mutualista verde. Lo mismo pasa con el Hospital 
Policial. Las Intendencias han degenerado un montón de servicios de salud que están totalmente fuera de 
lugar, al igual que ANCAP. La Intendencia está para hacer caminos, no para atender a la gente; es lo mismo 
que si el hospital se dedicara a hacer carreteras. 


SEÑOR POSADA.- Lo peor sucede en los Entes Autónomos. 


SEÑOR VEGA LLANES.- En los Entes Autónomos pasa exactamente lo mismo, y en vez de vender 
combustible tienen asistencia. Esto se va a terminar con la segunda ley. 


Yo tengo la misma intención que el señor Diputado González Álvarez, exactamente la misma, pero creo que 
la oportunidad será cuando definamos el Sistema Nacional Integrado de Salud. Con esto, ¿qué le estoy 
planteando? Que lo vote así como está, porque más allá de que compartimos el argumento y las necesidades, 
este no es el momento de generar este problema. Antes de fin de año, con la aprobación del Sistema Nacional 
Integrado de Salud, va a ser el momento en el cual esto se termine; no habrá más: "Yo estoy afuera". Vamos a 
estar todos adentro, y se acabó el problema; ahí funcionaremos de otra manera. 


Esta es una ley de transición, que tiene dos grandes virtudes: crea el Fondo Nacional de Salud y determina 
que no se siga pagando por un 85% de la cuota mutual, sino que se empiece a pagar por una cápita que tiene 
vínculo con el sexo, con la edad y con el riesgo que corre el afiliado. Esas son las grandes virtudes que tiene. 
Todo lo demás va a caer, porque habrá una ley que incluirá a todos y va a terminar los problemas que esta ley 
no resuelve debido a que no puede hacerlo. Entonces, si esas son las discrepancias, creo que viéndolo un 
poco más globalmente, podemos votar esto porque, en definitiva, es lo que importa. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- En cuanto a modificar el artículo 186 con la redacción que hemos 
propuesto, el señor Diputado Asti ha acotado que se necesita iniciativa del Poder Ejecutivo. 
Precisamente, lo sabemos y, por eso, lo hemos planteado acá y al Banco de Previsión Social, para que si 
lo compartían, pudieran gestionar ante el Poder Ejecutivo a efectos de que enviara el proyecto. 
Asimismo, se lo planteamos a la señora Ministra de Salud Pública, porque si lo compartía, podía hacer 
lo mismo. O sea, no se trata de que estemos presentando algo traído de los pelos. 


Sabemos que esto necesita iniciativa del Poder Ejecutivo, pero si los compañeros legisladores o alguno de los 
jerarcas que concurrieron a la Comisión hubieran querido hacer suyo el proyecto, inmediatamente hubiera 
venido esta modificación. Por ahora no lo han querido así, pero nosotros seguimos pensando que este 

inciso se debe mejorar. 


En cuanto a los Ministerios del Interior, de Defensa Nacional y de Salud Pública, pienso que hay que dar 
libertad al afiliado. Si una persona cree que el servicio que le brindan los Ministerios del Interior, Defensa 
Nacional o Salud Pública es bueno y excelente, se quedará, pero a mí me dicen otra cosa. Por ejemplo, 
muchos me dicen que están obligados en ese servicio, y me preguntan por qué no tienen derecho a estar en 
una mutualista. Por eso planteo que se debió haber dado la libertad de opción. 


Me dicen que este tema se resolverá a partir del 1? de enero, cuando entre en vigencia la ley madre; ojalá sea 
así, pero desde ya digo que creo que debe existir libertad de opción para todas las personas, además de 
movilidad, es decir, la posibilidad de estar en un servicio determinado y cambiar, no digo todos los meses, 
pero sí en seis meses o más, sin tenerlas prisioneras. En este caso, al exceptuarlos, los tenemos prisioneros en 
esos servicios, que debe evaluar cada uno y no yo. 


Por eso planteo estos cambios. La propuesta de incorporar a los jubilados es una vieja aspiración, y esta que 
he comentado últimamente es otra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero saber si el señor Diputado González Álvarez votará en contra el 
artículo 2". 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- No, votaré todo el artículo, excepto el último inciso. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 2”, excepto el inciso cuarto. 


(Se vota) 
—— Diez en trece: AFIRMATIVA. 


En discusión el inciso cuarto del artículo 2”. 
SEÑOR POSADA.- Queremos dejar constancia de que no votaremos este inciso. 


En este esfuerzo que se está planteando en este proyecto de ley para incorporar a todos los funcionarios 
públicos, no tiene sentido dejar afuera a un núcleo minoritario de funcionarios, porque en definitiva cumplen 
funciones en el sector público, y si se está avanzando para que todos tengan acceso a la salud, esta 
discriminación es absolutamente innecesaria en nuestro concepto de lo que deben ser pasantes y becarios, es 
decir, que sean pasantes y becarios, y no en el concepto que, lamentablemente, se ha laudado nuevamente en 
esta Administración, donde ser becario o pasante es una forma de llegar a ser funcionario público. 


Por lo tanto, quien sea becario o pasante debería tener acceso a los servicios de salud. Lamentablemente, creo 
que es una falta en este proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el inciso cuarto del artículo 2. 


(Se vota) 
———Ocho en catorce: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 7”. 
SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- En este caso también hemos hecho algunas observaciones. 


En la segunda frase se dice que "dicha cuota podrá estar asociada", y no entendemos por qué se establece 
"podrá", cuando todo el mundo ha dicho que se pagará por sexo y edad. Lo más correcto sería establecer 
"deberá". 


En definitiva, lo que no nos convence de esta redacción es que se establece que se podrán incluir pagos por 
cumplimiento de metas asistenciales; nosotros queremos que en este artículo -o en otro, pero sí dentro de este 
proyecto- se indiquen las metas asistenciales, y no dejarlas libradas a distintas resoluciones que tomará en su 
momento el Ministerio de Salud Pública. Se lo planteamos a la señora Ministra, quien afirmó que esta 
decisión no la tomaba solo el Ministerio, ya que hacía una especie de plenario con mutualistas y otra gente 
interesada, donde se fijaban las metas asistenciales. Creemos que las metas asistenciales deberían tener una 
amplia discusión y figurar dentro de la ley, y el Parlamento es el órgano que debería establecer, aunque sea 
año a año, las metas asistenciales, y no dejarlo librado a una resolución administrativa. 


En principio, esto es lo que no nos convence de este artículo 7”. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Aclaro que las metas asistenciales no están incluidas en este artículo, pero 
están en otro. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- No están previstas en ningún lado; las referencias están en el 
artículo 7”. 


SEÑOR VEGA LLANES.- De todas maneras, lo que importa es el concepto y no dónde figuran. 


Básicamente, estamos de acuerdo con que tendría que establecerse "deberá", pero por una palabra -que quizás 
sea la más correcta- no vamos a mandar el proyecto nuevamente al Senado. De todas maneras, el término 
"podrá" aclara conceptos y seguramente se usará. 


Insisto en que no creo que deba mandarse nuevamente el proyecto al Senado por cambiar una palabra, y ese 
es el origen por el cual mantendremos el término "podrá". 


Las metas asistenciales no son administrativas, y fue lo que traté de explicar el otro día al señor Diputado 
Trobo y repetiré ahora. Las metas asistenciales desde el punto de vista médico son definidas y claras, es decir, 
no tienen dos lecturas. Lo único que pido, por favor, es no votar que el Parlamento decida las metas 
asistenciales, porque vaya a saber en qué terminamos. Primero, porque no habría metas asistenciales en todo 
el año, pero además vaya a saber uno qué termina definiéndose como metas asistenciales, porque esto sí 
forma parte de la técnica de resolver ciertas cosas. En realidad, en el peor de los casos, quienes deben decidir 
al respecto son los administradores de salud, pero de ninguna manera un Parlamento que tiene una 
integración heterogénea -como todos los Parlamentos del mundo- y que no tiene la especialización necesaria 
para definir una meta asistencial. 


Por ejemplo, una meta asistencial es decir: "deben tener un servicio montado de control de embarazo. Las 
embarazadas que deban tener a sus niños en la institución, tiene que tener un 98% o un 99% de controles 
correctos de embarazo, y los controles se harán una vez cada tres meses", etcétera; seguramente, el señor 
Diputado Olano Llano sabe mucho más que yo al respecto. Esto es una meta asistencial. Otra meta es decir: 


"Todos los niños deben estar inmunizados. Todos deben tener un control hasta cierta edad, de tales 
características, de tal manera, etcétera". Estas son metas asistenciales, y es el resultado de programas 
definidos por el Ministerio de Salud Pública. 


Además, me parece excelente que el cumplimiento de esas metas tenga un correlato económico; es lo normal 
y lo lógico en una sociedad que se mueve por ese tipo de cosas. Ese es uno de los aspectos que defendemos 
con más calor, porque en realidad generará la existencia de programas prioritarios, definidos por el Ministerio 
de Salud Pública, que deberán cumplir todas las instituciones, públicas y privadas, y cuyo incumplimiento 
implicaría, en un país en el cual la gente adulta entiende qué es una multa, que no le pagaran determinado 
dinero porque no cumplió las metas. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Nos hacemos eco de las explicaciones del señor Diputado Vega Llanes, 
ratificando el concepto de las metas asistenciales. 


Las metas asistenciales son el resultado de un programa, que implica que se debe llegar a determinadas metas 
en materia infantil, de vacunaciones, etcétera. La meta asistencial es eso. 


Entonces, por eso tiene que estar incluido y no estar definido específicamente. Los programas que aliente el 
Ministerio de Salud Pública deberán tener determinadas metas. Aquellas instituciones que lleguen a ellas, se 
llevarán el 6%; las que no lleguen, no se lo llevarán. 


SEÑOR POSADA.- Nosotros vamos a votar el artículo tal como está, pero no porque creamos que las 
metas asistenciales deben ser definidas desde un punto de vista técnico. Creemos que es parte de la 
política pública, y quien fija claramente sus metas debe ser el Poder Ejecutivo, es decir, el señor 
Presidente de la República actuando en acuerdo con el Ministerio de Salud Pública. Por lo tanto, es 
parte de su rol. No creemos que la fijación de estas metas sea una competencia del Parlamento, pero sí 
debe llevar adelante el control y la fiscalización de ese rol. Reitero que no es por un tema técnico sino 
de rol que tiene el Poder Ejecutivo, distinto en este caso al que corresponde al Parlamento. Está claro 
que esto está incluido dentro de las políticas de salud. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Concuerdo con cierta incertidumbre que expresaba nuestro 
compañero del Partido Nacional, el señor Diputado González Álvarez. Esta bancada no objeta el hecho 
de que haya metas asistenciales y que estas sean parte de un cálculo. Creo que quedó muy claro que el 
término condicional "podrá" no es un tema menor. No es solo una cuestión tipográfica sino conceptual 
y semántica. Nosotros venimos de una disertación de la señora Ministra en un conocido almuerzo, 
rodeada de otros Ministros, donde se fijan cuáles son los lineamientos y debo decir que no hubo 
condicionales. En el "slide" que vimos tampoco había condicionales: decía que se capitalizará según 
edad y sexo, entre algunas otras cosas. Entonces, si ayer en dos Comisiones y ahora en un evento 
público y notorio al que concurrimos varios de los aquí presentes la señora Ministra no se expresó en 
condicional, me extraña que el texto del proyecto de ley contenga este verbo. De todas formas, ya 
quedó fijada la posición y no es para seguir discutiendo. Reitero que asombra el planteo de una 
condición, porque si "podrá", también "no podrá". Por lo tanto, no sabemos en qué se van a basar 
para calcular una cápita. 


Al mismo tiempo, admitimos la valentía de nuestro compañero de Comisión, señor Diputado Vega Llanes, al 
expresar que tampoco le gusta esta palabra. 


En cuanto a las metas asistenciales, debo decir que también vamos a concordar. Obviamente, es prioridad de 
un Ejecutivo técnico fijar las metas asistenciales. Pero pasa lo siguiente. La meta asistencial puede ser un 
concepto muy vago. Además, el proyecto de ley dice que incluirá pagos por el cumplimiento y el señor 
Diputado Vega Llanes -espero que no se sienta aludido- acaba de hablar de multas. Que quede claro que él no 
pertenece al Poder Ejecutivo y, por ende, no está dando ninguna información. Simplemente, estoy diciendo 
que alguna duda que tenía, en este momento está siendo reforzada. A su vez, creo que mis compañeros de 
bancada -por una conversación mantenida en la tarde de ayer- deben de tener la misma duda. 


¿Qué estamos diciendo con el pago por el cumplimiento y la hipotética multa que podría venir en una 
reglamentación del Poder Ejecutivo? Voy a poner un caso muy sencillo. Una meta de prestación puede ser 


que los diabéticos estén bien controlados. De hecho, la señora Ministra acaba de hablar de la disminución en 
los copagos hasta hacerlos gratuitos, para que no exista el tique de medicamento para un diabético, para que 
tenga una consulta gratuita de una vez por mes con el médico, etcétera. Inclusive, en este momento hay 
médicos dedicados específicamente a esta atención. Según los cálculos estadísticos, un diabético complicado 
con un ingreso al CTI cuesta US$ 10.000 por año. Es un informe del profesor Gagliardino, de la Universidad 
de La Plata, brindado en el Congreso de Medicina Interna de hace algunos años. Quiere decir que son datos 
de la persona que sabe más de esto en Latinoamérica. Un diabético no complicado cuesta entre US$ 600 y 
US$ 800. En consecuencia, la diferencia es sustancial. 


Pregunto: si todo queda librado a una futura fijación por el Poder Ejecutivo -no digo que haya que redactar 
una ley con ochocientos artículos en la que se establezcan los diferentes temas técnicos-, ¿se va a multar a 
una institución que no controló bien? Puede ser ASSE, que como está muy mal, no controla bien a sus 
diabéticos. En consecuencia, va a gastar en varios de ellos US$ 10.000 anuales. Entonces, ¿se la va a multar 
porque no está cumpliendo la meta? Todos queremos que se cumpla la meta. Todos queremos que gaste 
US$ 600 al año en un diabético tipo uno, no complicado. Y si no cumple la meta, ¿se la multa? Con esto 
queda fijada una posición que quizá sea algo técnica. Está bien, algunos de nosotros somos técnicos en 
diferentes materias; hay contadores y abogados, y algunos somos médicos. Se trata de una duda que esta 
bancada ha planteado con muy buena intención. Este fue el sentido de las palabras del señor Diputado 
González Álvarez cuando en nombre de la bancada hizo su planteo. Quizás la versión taquigráfica sirva al 
Ministerio de Salud Pública para que en el momento de multar -si es que existe la voluntad; no estoy 
diciendo que porque un Diputado del Frente Amplio lo haya dicho, esto vaya a suceder- evalúe diferentes 
componentes; probablemente, los contadores y administradores de salud lo hagan mejor que nosotros. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Tengo una duda con la redacción que, seguramente, los legisladores del 
oficialismo me podrán aclarar. 


Es claro que es mejor usar la palabra "deberá" que "podrá", en la medida en que el Poder Ejecutivo ha dicho 
en todos lados que va a intentar aplicar una cuota asociada a la edad y al sexo. 


Según el artículo 7”, dentro de la cuota están incluidos los pagos por el cumplimiento de las metas 
asistenciales. Mi pregunta es la siguiente: ¿el pago va por encima de la cuota? No es lo que dice acá. Acá 
dice: "Dicha cuota podrá estar asociada a la edad y al sexo de los beneficiarios e incluir pagos por el 
cumplimiento de metas asistenciales". Por eso, lo expresado por el señor Diputado Asqueta Sóñora, según 
esta redacción, tiene algún sentido. Tenemos una cuota que incluye el pago por el cumplimiento de metas 
asistenciales, y si no se cumple, la cuota disminuye. Esto es lo que hace pensar en la multa y no en el 
incentivo. 


Utilicemos los números que nos dio el economista Olesker en el día de ayer. No los recuerdo de memoria, 
pero decía que la cuota de un hombre de más de setenta años iba a ser cinco veces más que la de uno de diez 
años, es decir, aproximadamente $ 2.000. ¿Ahí está incluido el pago por el cumplimiento de metas 
asistenciales, tal como lo establece el artículo? Entonces, si no se cumplen las metas asistenciales, ¿van a 
restarle algo a esos $ 2.000? Pido que se me aclare porque, desde mi punto de vista, en la redacción está 
bastante claro que eso es así. 


Resumiendo: el cumplimiento de metas asistenciales no es algo que esté por encima de la cuota, sino que está 
incluido en ella, y si no se cumplen, la disminuye. Esto es lo que dice el artículo 7”. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Voy a avalar aún más el razonamiento utilizado y la interpretación que 
da el señor Diputado Amorín Batlle. En nuestra exposición anterior omitimos los datos proporcionados 
por el economista Olesker. Se dice que para un hombre mayor de sesenta y cinco años, la cápita será de 
aproximadamente $ 2.000. Esto es mucho más de lo que hoy se recibe. Pero pongamos un ejemplo 
concreto a fin de que sea entendible para los que no son médicos. Si ese hombre fuma, es obeso y tiene 
presión alta, y no se ha podido hacer que esas tres cosas se modifiquen, ¿la empresa está multada y se 
le da menos dinero cuando es sabido que si tiene estas tres cosas, seguramente se complicará en un 
corto lapso y va a gastar mucho más de $ 2.000 por mes? Es una sana pregunta que nos hacemos que, 
tal vez, se pueda trasladar al Poder Ejecutivo para que esto esté contemplado, que es lo que queremos. 
Tenemos esa sana duda. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Si lo que se pretende es que el cumplimiento de metas asistenciales sea 
un incentivo, que supere la cuota, un adicional a la cuota, esta redacción debe ser más clara. Debería 
decir "e incluir pagos adicionales por el cumplimiento de metas asistenciales". En realidad lo que dice 
es que dentro de la cuota están incluidas las metas asistenciales, y si no se cumplen, la cuota será 
menor. Eso es lo que dice el artículo 7”, lo cual es bastante claro desde mi punto de vista. 


SEÑOR ASTI.- Yo tengo una lectura distinta a la de los señores Diputados. 


Se deja de lado el "podrá" pero, precisamente, creo que también está jugando; por eso fue puesto. La cuota 
podrá estar asociada a la edad y sexo y podrá incluir el cumplimiento de metas asistenciales. El "podrá" juega 
en los dos sentidos. Se quiere sustituir por "deberá" pero, en este caso, el "podrá" puede premiar 
directamente, como dijeron en esta sala las autoridades del Ministerio: habrá un pago adicional de un 6% 
cuando se cumplan las metas asistenciales. ¿Por qué se está viendo desde el punto de vista negativo y como 
una multa? Es premiar a través de un pago adicional si se cumple con una meta asistencial. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Estoy totalmente de acuerdo con lo que planteó el señor Diputado Asti; en 
este caso "incluir" significa '"aumentar sobre". Se podrá pagar la cuota peladita pero, si además se 
cumple con metas asistenciales, habrá un 6%. 


Acepto que no se quiera entender, pero es así. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- No tengo duda de que la intención es la que señalan los señores 
Diputados oficialistas, pero el texto de la norma no dice eso. La ley dice que dentro de la cuota se 
incluyen pagos por el cumplimiento de metas asistenciales; siempre dentro de la cuota. Es decir que si 
no se cumple con las metas asistenciales, la cuota será menor. Es claro que eso es lo que dice. 


Entiendo la posición de la bancada oficialista en el sentido de que esa no es la intención. Es evidente que para 
incentivar el cumplimiento de metas asistenciales debe agregarse algo al pago de la cuota. Entonces, deberían 
incluirse pagos adicionales a la cuota; sería más que la cuota, pero aquí lo que se dice es que los incentivos 
están dentro de la cuota. El artículo dice: "Dicha cuota podrá estar asociada a la edad y sexo de los 
beneficiarios e incluir" -dicha cuota; a eso se refiere- "pagos por el cumplimiento de metas asistenciales". Lo 
que hace esto es incluir el pago dentro de la cuota. Entiendo que la intención es otra pero, para que quede 
claro, debería decir "incluir pagos adicionales a la cuota por el cumplimiento de metas asistenciales". 
Entiendo la buena intención y la buena fe pero, desde mi punto de vista, la redacción es mala. 


SEÑOR POSADA.- Está claro el objetivo del poder Ejecutivo cuando planteó esta idea, pero comparto 
también que la redacción, así como está, no es feliz. Por "e incluir" se refiere a la cuota; si está 
incluido, lo está dentro de la cuota. 


No participo del planteamiento del señor Diputado Amorín Batlle en el sentido de que con pagos adicionales 
se resolvería esto porque seguiría estando incluido dentro del concepto de la cuota. En realidad, lo que se está 
planteando y manifestaron las autoridades del Poder Ejecutivo en todas las reuniones es que podría existir 
una sobrecuota, es decir un sobrepago, en la medida en que se cumplieran determinadas metas asistenciales. 
En realidad, aquí debería haberse puesto un punto en beneficiarios y haber construido otra frase en la que se 
expresara: "Asimismo, se podrán establecer pagos por el cumplimiento de metas asistenciales". Pero algo que 
está por encima, no integra el concepto de la cuota. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- En todo este proceso de reforma lo que hemos escuchado 
reiteradamente hasta el día de hoy es el concepto que todos manejamos: la cuota va a ser establecida de 
acuerdo con la edad y sexo y se va a incluir un porcentaje para metas asistenciales. Respecto a eso no 
tenemos ninguna duda. El problema es la interpretación. Puedo admitir que le den otra interpretación; 
yo también podría dársela. Fíjense que dicha cuota -en ese sentido estaría bien el "podrá"- podrá 
incluir pagos por el cumplimiento de metas asistenciales, pero también dicha cuota podrá estar 
asociada a la edad y sexo. No es una cuota única: se otorga de acuerdo con el porcentaje, por ejemplo, 
de adultos mayores que tenga una institución. Lo mismo ocurre con las metas asistenciales. 


Esa es una interpretación que se puede dar. Admito que la interpretación que hacen ustedes puede tener 
sentido, pero si yo quiero buscarle otra, aunque la redacción no sea exacta, puedo encontrar una 
interpretación correcta en otro sentido. 


SEÑOR ASTI.- Se habla de cuotas uniformes para hacer una separación de la realidad actual en que 
cada institución médica tiene una cuota distinta porque se paga un 85% del promedio de sus propias 
cuotas. Ahora se habla de cuotas uniformes porque todas las instituciones van a fijar las cuotas en 
función del mismo parámetro: la edad y sexo de los beneficiarios y cumplimiento de las metas 
asistenciales. En definitiva, va a haber cuotas diferenciales en función de esos tres elementos: sexo, 
edad y cumplimiento de metas asistenciales, pero todas las instituciones van a tener la misma base de 
cálculo. Esa es la uniformidad que tendrán las cuotas. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Entiendo lo que han expresado los legisladores de la bancada de Gobierno 
y de la oposición y creo que todos tenemos nuestra cuota de razón. 


Cuando decimos que las metas asistenciales van a ser definidas por el Poder Ejecutivo, entiendo lo que señala 
el señor Diputado Vega Llanes en cuanto a que pueden ser algo muy macro, a largo plazo, o muy puntual, a 
ejecutarse en corto tiempo. Si mañana hubiera una epidemia de sarampión y hubiera que exigir a los 
prestadores de asistencia públicos y privados el cumplimiento de una meta dentro de dos semanas, que de 
repente es un plan que tiene ciento veinte días de ejecución, seguramente esos días se pasarían en el 
Parlamento discutiendo la meta. 


Entiendo lo que dice el señor Diputado Vega Llanes; es muy cierto. Es una resolución eminentemente 
técnica. Pero a su vez, respetando la potestad del Ministerio de Salud Pública de fijar esas metas, debería 
existir un resorte parlamentario para poder ejercer un control sobre esto. No se olviden ustedes que va a haber 
instituciones que tendrán un cuadro de afiliados muy heterogéneo; ya lo hay, pero podría ser más aún. Y 
mañana podría haber un Gobierno perverso que fijara una meta asistencial que afectara exclusivamente a un 
prestador. Eso podría suceder porque las características de los afiliados de una prestadora pueden ser únicas 
en el sistema en determinado momento y alguien podría decidir una meta asistencial que afectara 
directamente a un prestador y llevarlo a la quiebra. El Ministerio en ese caso estaría tomando una decisión al 
amparo absoluto de la ley sin ningún derecho a pataleo. 


Entonces, creo que habría que respetar y entender lo que dice el señor Diputado Vega Llanes, pero también 
habría que tener un resorte para ejercer determinado control en determinada circunstancia, porque estamos 
legislando no para los próximos tres años, sino para muchos más. 


Mientras el proyecto de ley le otorga esa potestad absoluta y no deja resortes para el control, por otro lado, 
creo que el Poder Ejecutivo cuando nos envía esta iniciativa se acota en algo que es muy grande desde el 
punto de vista técnico de la gestión y de la economía de la salud. La iniciativa establece que los pagos 
dependerán de la edad y el sexo de los beneficiarios. Quienes hemos estudiado economía de la salud sabemos 
perfectamente que en salud hay dos formas de pagar. Una es que paguen todos por igual, como fue iniciado el 
sistema mutual: el sano paga la salud del enfermo. En la otra punta, pagar estrictamente por el procedimiento 
realizado. 


Esto que propone el Poder Ejecutivo está en el camino del medio. Los países desarrollados, en la medida en 
que perfeccionan sus sistemas de gestión de la economía de la salud, se van acercando al pago por caso y por 
paciente. Todos sabemos que simplemente dividir por edad y por sexo es una gruesa división, y que en cierto 
momento puede haber características de los pacientes que hagan económicamente inviable determinada 
institución. En el mundo, cuando se quiere ser justo a la hora de pagar, se da al prestador exactamente lo que 
gasta ese paciente. Concretamente, me estoy refiriendo a los GRD, Grupos Relacionados de Diagnóstico. Los 
países que están desarrollados en este sentido saben que si la mutualista del señor Diputado Vega Llanes tiene 
un enfermo de sesenta y siete años, diabético, al que le falta una pierna, que heredó un trastorno genético de 
su madre, que fumó hasta los veinte años y que sufre neumonía, gastará determinada cantidad de dinero y 
estará internado setenta y dos horas. Si la mutualista del señor Diputado Vega Llanes es ineficiente y en vez 
de internarlo setenta y dos horas, lo tiene diez días, pierde plata, porque el prestador le paga exactamente lo 
que sabe que cuesta curar a ese enfermo. Y si es muy eficiente y en vez de a las setenta y dos horas le da de 
alta a las veinticuatro, gana plata. Así se administra y se gestiona la salud en los lugares donde se aplican 
sistemas altamente calificados. Así se hace en Estados Unidos desde hace muchos años; así se está haciendo 


en Europa cada vez más y en los países que van afinando sus sistemas de administración de servicios de 
salud. 


Sin embargo, este proyecto de ley innova para nosotros. Pagar simplemente por edad y por sexo en la gestión 
moderna de sistemas de salud nos ubica en la prehistoria. Esta iniciativa marca que mañana Uruguay no 
podrá ser un país avanzado en la gestión de servicios de salud; dentro de cuatro años no se podrá hacer una 
división más fina que la de edad y sexo, o pasar a pagar por GRD. 


Estoy seguro de que este proyecto de ley en algunas cosas aprieta mucho y en otras afloja mucho; en algunas 
cosas da una gran potestad al Ministerio de Salud Pública y en otras, lo limita a que siga gestionándose por 
un sistema que está en el camino intermedio entre el antiguo y el que aplican los que realmente gestionan 
bien su sistema sanitario. 


SEÑOR ASTI.- Las últimas expresiones del señor Diputado Olano Llano me reafirman en la 
corrección de la palabra "podrá". No limita, como él decía, la posibilidad de aplicar el GRD en el 
futuro. Hoy empezamos con edad y sexo; podremos ir incorporando otro tipo de características. El 


proyecto de ley no lo impide, sino que lo habilita en función de lo que acaba de decir el señor Diputado. 


SEÑOR GANDINI.- He venido escuchando con atención y tratando de aprender de los que saben de 
este tema para formarme una opinión. De lo que he escuchado, lo que me queda claro es que todo está 
referido a una cuota, que parece que no es única sino uniforme. Esto quiere decir que no partimos de la 
base de una cuota igual para todos, sino igual para todos los que estén en determinadas categorías. 
Todos los que cumplan con determinadas condiciones, tendrán una cuota. 


A mi modo de ver, lo que hace eso es, precisamente, reafirmar que el "podrá" le otorga un grado importante 
de discrecionalidad a quien fija esas metas y esos aspectos que tienen que ver con la ecuación económica de 
la institución. No hay elementos objetivos que el proyecto de ley establezca para que el que fija la cuota se 
tenga que atener a ello; la va a fijar como le parezca. Tampoco dice que se tomarán esas metas a partir de 
2010 para que todos los que entran en este sistema sepan que en esa fecha -por nombrar cualquier año- 
tendrán que adaptarse a ello y que habrá un régimen de fijación de cuota, sino que con los datos que 
actualmente tiene el Poder Ejecutivo va a fijar las reglas de juego, y a decir que a partir de ahora, como estas 
son las metas, a este le toca tanto y a este que no las tiene, le toca menos. Entonces, en vez de emparejar para 
arriba, empareja para abajo, y al que está bien en las condiciones que se fijan ahora, le pago más y lo dejo 
arriba, y al que está mal según esas condiciones -a lo mejor tiene otras, pero no las valoro-, lo dejo abajo y ya 
le pago menos, o sea le doy menos para que pueda llegar a esas metas. 


Entonces, ese "podrá" otorga un grado de discrecionalidad al proyecto que no creo que sea lo que se está 
buscando. Por esa razón, me parece que esta discrecionalidad bien intencionada no se puede acompañar. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Voy a rendirme en mi intención de convencerlos de que esto es una cuestión 
lógica. 


Creo que uno legisla para un país y para una realidad. No se puede hacer una legislación para un país que no 
existe. Hoy, en este país, las cuotas de DISSE se pagan con el 85%, si la cuota promedio es de $ 2.000, 
$ 1.500 0 $ 1.000 o $ 10. Esa es la realidad que tenemos y este proyecto la mejora. 


También hay una enorme discrecionalidad en la fijación de la cuota mutual. Por lo tanto, ya partimos de esa 
situación. Esto racionaliza, arma un esquema racional de trabajo. A nivel internacional no existe esta 
situación de que uno le pague por el valor promedio de la cuota que uno fija. Entonces, nosotros partimos de 
menos diez; no podemos compararnos con otros países. Además, en los países en los que se paga por grupo 
de riesgo, los servicios son, sobre todo, estatales; y aquí son, sobre todo, privados. O sea que estamos en las 
antípodas. Debe haber mil formas mejores de hacer esto, pero es un avance real, concreto. 


Hago acuerdo con el señor Diputado Amorín Batlle en cuanto a que tiene vicios de redacción, pero todos 
sabemos que esa no es la intención. 


También creo que las cuestiones parlamentarias no deben estar fijadas en ninguna ley. Yo no voy a legislar 
por la perversidad. Puede ser que un día a un Gobierno le dé un ataque de locura. De hecho, sin ataques de 
locura, hay mutualistas que con algunos Ministros han andado muy bien y han crecido; salieron de un 
"sucuchito" que tenían en el Centro, pasaron a tener flor de local y se comieron a las que estaban en la vuelta, 
allí en el túnel, con un Ministro que, casualmente, era integrante del Directorio de esa mutualista. 


(Diálogos) 


Esa es la realidad. Si pensamos en la perversidad de un Gobierno, debemos tener en cuenta que ese 
Gobierno por la ley electoral que tenemos y por lo que dice la Constitución también va a tener mayoría; 
entonces, el Parlamento también le va a aprobar las macanas que haga. Y los mecanismos parlamentarios no 
están escritos en ningún lado; son, existen. Si hay algo que el Parlamento entiende que se hace mal, está 
estipulado que tiene el sano derecho al pataleo, más allá de que si después no tiene mayoría, solo quede en 
eso. Pero, de hecho, esa posibilidad existe. No hay que aprobar ninguna ley que diga que tiene que haber un 
mecanismo parlamentario. No puede haber una ley que diga -yo no la votaría, lo planteara quien lo planteara- 
que esto queda sujeto a que el Parlamento le diga que sí, excepto en el caso de las venias, que es otra historia. 


Creo que tenemos que legislar para el país que tenemos. Partimos de esa base y no hay que olvidarlo; y no 
hablo de las herencias sino de lo que tenemos. Esto avanza, mejora, regula algunas cosas; es un escalón que 
después nos permitirá ascender al Sistema Nacional Integrado de Salud. Esa es la situación que tenemos. 


Por lo tanto, renuncio a querer convencerlos; pero creo que debería ser entendido en estos términos: de dónde 
partimos y a dónde pensamos llegar. Pese a quien le pese y le demos la vuelta que le demos, esto es un 
avance. ¿Que no es lo ideal? No; no es lo ideal. Si a mí me preguntan cuál es el verso, también se los cuento; 
pero esto es lo que podemos hacer ahora. Este es el empujoncito que vamos a dar a la gente para que tenga 
cobertura de asistencia formal, que ahora no tienen; es para que sepamos dónde están afiliados, para que la 
gente sepa a dónde ir cuando se enferma, para que tenga un servicio al cual recurrir, para que pueda elegir si 
quiere un servicio público o privado y para que haya una racionalidad en la fijación de la cuota para estas 
veintiséis mil personas, porque esto ni siquiera es universal. Se trata de una especie de experimento, porque 
ni siquiera estamos hablando del sistema en general; eso vendrá con el Sistema Nacional Integrado de Salud. 
Son cosas separadas. Esto es un avance, es una prueba. Hagámoslo y vemos; tenemos tiempo para 
modificarlo. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Este proyecto de ley tiene un mecanismo de seguridad, será la 
reglamentación; pero, además, no nos olvidemos de que existe un artículo 13 que faculta al Poder 
Ejecutivo a crear una Comisión de seguimiento para la aplicación de la ley. Esa Comisión aplicará la 
ley de acuerdo con muchos elementos, no solo en base a su interpretación. En el proceso están los 
argumentos que se manejaron en la discusión del proyecto de ley por parte de la mayoría. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- En realidad, ya estamos en condiciones de votar. 


Simplemente, me parece que en la discusión en el plenario de la Cámara sería bueno que quedaran 
claramente establecidos algunos de los conceptos que se han manifestado acá y lo que realmente se pretende 
con la ley, a los efectos de aclarar por lo menos la redacción. 


SEÑOR GANDINI.- Nos gustaría dejar planteado un artículo sustitutivo, porque queremos votar el 
contenido de esta disposición o el concepto que se entiende que quiso reflejar. No estamos de acuerdo 
con la redacción y, quizá, con algún matiz. No he podido entregar el sustitutivo a la Mesa, por lo que 
voy a leerlo. Quedaría redactado de la siguiente manera: "El Banco de Previsión Social abonará una 
cuota uniforme a todas las prestadoras de asistencia médica por las que hubieran optado los 
beneficiarios". Hasta ahí, queda igual. Luego se agrega: "Dicha cuota estará asociada a la edad y sexo 
de los beneficiarios y podrán realizarse pagos adicionales por el cumplimiento de metas asistenciales". 
Después sigue igual. 


SEÑOR POSADA.- Hago notar que si se votara un texto como el que presenta el Partido Nacional, se 
ataría la determinación de la cuota a la edad y el sexo, y todo lo que planteaba el señor Diputado 


Olano, en el sentido de que debería ser progresivo incorporar el aspecto del riesgo asociado, quedaría 
descartado, lo cual sería contraproducente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 7”. 


(Se vota) 
———Nueve en catorce: AFIRMATIVA. 
Léase el artículo 8*. 


(Se lee) 


En discusión. 


SEÑOR POSADA.- Vamos a votar negativamente este artículo en función de que si bien compartimos 
que los excedentes vayan a la Administración de Servicios de Salud del Estado -ASSE-, no podemos 
ignorar que lo que establece este proyecto es un sistema parcial, un sistema de cápitas; no incluye a 
todo el universo. Por lo tanto, es un proyecto que, en todo caso, administra una parte de la transición. 
Si queremos administrar mejor esa transición, deberíamos tener en cuenta que eso puede generar 
dificultades en el corto y mediano plazo, hasta que el sistema sea universal y que, por lo tanto, debiera 
preverse -así como se establece el destino del excedente- que un porcentaje de ese excedente -un 10%, 
un 15% o un 20%-, constituyera un fondo especial, para atender situaciones que eventualmente sean 
consecuencia de que no haya un sistema universal. 


Eso es lo que nos parece que debiera ser. 


Creo que ha quedado clara la respuesta de la señora Ministra en el sentido de negarse a una modificación a 
ese respecto. Por lo tanto, nosotros vamos a votar negativamente este artículo, sin perjuicio de dejar 
establecido que compartimos que ese sea el destino final, más allá de que hay que prever el tránsito; y, 
lamentablemente, el tránsito no está previsto. Como ya hemos visto y se ha planteado por parte de distintas 
delegaciones en el seno de esta Comisión -la del Plenario de Instituciones de Asistencia Médica Colectiva y 
la de la Federación Médica del Interior-, se pueden generar situaciones puntuales como consecuencia de la 
aplicación parcial del sistema. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Vamos a votar negativamente este artículo. Algunas de las 
consideraciones que ha hecho el señor Diputado Posada también las hacemos nuestras. Creemos que lo 
que se va a hacer no está bien. Compartimos que se dé dinero a ASSE, pero creemos que debe ser de 
Rentas Generales o de otro lado. No lo compartimos, primero, porque creemos que esto no debe tener 
excedentes. Si esto tiene excedentes, puede ser porque hay voluntad de que exista; se puede retacear el 
valor de las cuotas, o sea, si yo puedo pagar menos cuota a las instituciones, hago un excedente más 
gordo. Si pago más cuota, no tengo excedente o pierdo plata. La cuota que se vaya a pagar a las 
instituciones debe ser la justa, no debe haber excedente. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Posada) ——Por lo tanto, si la intención del Ministerio es 
premiar a ASSE, lo hará castigando a las instituciones mutuales, porque les va a pagar menos cuota de la que 
corresponde, para tener más excedentes y dárselos a ASSE. 


Creo que eso no está bien; si hay que mejorar o beneficiar a ASSE, debe hacerse con otro tipo de recursos y 
no solamente con los que saquemos a otras instituciones privadas de asistencia médica. Esto es lo que veo 
equivocado en este artículo: se va a retacear dinero a otras instituciones médicas para dárselo a ASSE, y eso 
no lo comparto. ¿Dar dinero a ASSE? Sí; estamos de acuerdo en mejorarla, en darle la estructura que se 
quiera, pero que los recursos provengan de Rentas Generales o de algún otro tributo, no que sean producto de 
un castigo a las instituciones médicas para beneficiar a ASSE. 


Creemos que el concepto es erróneo y por eso no lo vamos a votar. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Creo que hay una confusión en los señores Diputados Posada y González 
Álvarez. No estamos hablando del sistema en sí sino de 26.000 personas. Si hay una mutualista que dice 
que se verá perjudicada por esto, está equivocada; en primer lugar, porque la cuota se le pagará en 
base a la opción que hagan estos 26.000 usuarios. A lo sumo, tendrá la transición de un sistema a otro, 
pero en este momento no es así. Esto tiene que ver con la opción que haga esta gente, no se habla de 
que el sistema se universalice. Eso no lo dice el proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero eso es lo que se ha entendido. 
SEÑOR VEGA LLANES.- Yo no creo que establezca eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ningún momento hubo alguna aclaración del Ministerio en el sentido de lo 
que afirma el Diputado Vega. Esa hubiera sido una respuesta de lo más sencilla; es decir, si este sistema 
se aplicara exclusivamente a quienes se incorporan, no habría ningún problema. Este se genera porque 
se cambia el sistema de pago de la mal llamada DISSE. 


Perdón, señor Diputado, pero me parece que valía la pena hacer la aclaración. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Brenta) 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Como complemento de la intervención de nuestro compañero el señor 
Diputado González Álvarez, queremos agregar algo que ya manifestamos ayer -consta en la versión 
taquigráfica de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social- y que tiene muchísimo que ver con 
esto. No nos olvidemos de que estamos discutiendo tres proyectos simultáneamente: dos en esta 
Cámara y uno en el Senado. Creo que se están superponiendo cosas y que, en algún caso, se podrían 
configurar inequidades. 


Nosotros no vamos a hablar de mutualistas beneficiadas o perjudicadas, o de ASSE beneficiada o 
perjudicada; vamos a hablar de algo que nos parece de estricta justicia, complementando la exposición de 
nuestro compañero de bancada. A lo que él dijo agregamos que en el día de ayer, en la Comisión de Salud 
Pública y Asistencia Social, se presentó un borrador, supuestamente definitivo -que se discutirá en aquella 
Comisión y que al parecer obtendría mayoría-, que hace referencia a los recursos de ASSE. 


El artículo 13 dice: "Los recursos de ASSE se integrarán de la siguiente manera: a) Con el producido de sus 
proventos.- b) Con las donaciones o legados que reciba.- c) Con un Fondo de Mejoramiento y Ampliación de 
Servicio [...].- d) Con las asignaciones que resulten de su presupuesto [...].- e) Con los aportes que se 
establezcan, en función de la población atendida por ASSE" -o sea, a cápitas- "f) Con las cantidades que 
puedan corresponder por integrar el Seguro Nacional de Salud previsto en el artículo 265 de la Ley 

N?* 17.930, de 19 de diciembre de 2005",como estos que estamos discutiendo. 


(Diálogos) 


Pero el artículo 14 se refiere a eventuales excedentes operativos. Dice: "Los eventuales excedentes 
operativos de ASSE..." 


(Diálogos) 


Estoy esperando que quienes pertenecen al Partido de Gobierno escuchen lo que se está manifestando, 
porque nuestros compañeros tal vez ya estén convencidos de esto, y uno está hablando para que escuchen 
todos los legisladores. Solo estaba esperando que terminaran los diálogos, porque estamos en una Comisión; 
s1 queremos dialogar en subgrupos, solicitemos un intermedio, para que luego nos escuchemos todos. 


SEÑOR ASTI.- Pido disculpas, pero estamos hablando, precisamente, para dejar claro a nivel de 
nuestra bancada algún concepto que se ha vertido en Sala. Si el señor Diputado nos permite, 
solicitamos un intermedio para poder responderle correctamente en función de la opinión de toda la 
bancada y no en forma unilateral. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Solicito que la Mesa me deje terminar la exposición porque, si no, 
quedaría incompleta. Creo que es un elemento importante, salvo que la Comisión considere que 
nuestro aporte no es relevante. 


El artículo 14 establece que los eventuales excedentes operativos podrán destinarse -en este caso, importa 
leer detenidamente los tres ítems- para: "a) Financiamiento de inversiones.- b) Reserva especial con destino a 
cubrir déficit futuro.- c) Ser transferidos al Gobierno Central". 


A través del artículo 8” del proyecto de Fondo Nacional de Salud estamos destinando "el excedente que surja 
de los aportes realizados por aplicación de la presente ley" a ASSE. Además de seis sistemas de integración 
de recursos, como establece el artículo 13 del proyecto de ley, ASSE va a disponer de uno más, conformado 
por estos excedentes. Pero en el eventual caso de que ASSE tuviera un excedente operativo y estuviera 
cubierto el financiamiento de inversiones y de reserva especial con destino a défícit futuro, además puede 
hacer transferencias al Gobierno Central. 


Sumado esto a lo que han manifestado nuestros compañeros de bancada, creo que queda configurada una 
flagrante inequidad. Supongan cualesquiera institución pública o privada que esté en una situación de desfase 
y vea que otra competidora, en un sistema de libre de competencia como habrá, tiene todos estos recursos con 
los cuales integra sus proventos, y que, además, si hay excedentes podrá transferirlos al Gobierno Central. 
Otras instituciones podrían esperar algún tipo de auxilio para dar lugar a lo que aquí se discutió: a las 
famosas metas asistenciales, al mejoramiento de gestión y a tanto más. Como ayer la señora Ministra nos 
manifestó que un excedente -es bueno decirlo para ilustrar a compañeros de la Comisión de Hacienda, que no 
integran la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social- no podrá ir a una institución privada porque si le 
fue mal en su libre albedrío, que se embrome, nosotros debemos advertir que se está discutiendo en el Senado 
un proyecto -me dirán que no es un tema de esta Comisión, pero no está mal advertir que se está discutiendo 
y presumimos que aprobará con los votos de la mayoría- que, por ejemplo, crea la Junta Directiva Nacional 
de la Salud, que se mete en la gestión de las instituciones, que introduce elementos de control y fiscalización 
férreos en los programas de gestión de estas. 


Entonces, creo que en este caso hay una inequidad flagrante y recomendamos leer la versión taquigráfica de 
la sesión de Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de ayer, porque la opinión que estamos vertiendo 
concuerda con la de algún compañero legislador que ponía entre comillas la transferencia a los Gobiernos 
centrales, que va de suyo que será vista como poco simpática, por decirlo de alguna forma. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Yo comparto lo que dice el señor Diputado Asqueta Sóñora y entiendo la 
intención del Poder Ejecutivo de fortalecer a nuestros prestadores de Salud Pública. Filosóficamente, 
eso está en la mente y en el corazón de todos los uruguayos y ni que hablar de los que hemos trabajado 
y trabajamos honorariamente en Salud Pública en este momento. Pero en pos de esa intención, 
tenemos que ser un poco cuidadosos en lo que dejamos escrito para siempre. Una cosa es que exista 
una transferencia o que el Poder Ejecutivo o Rentas Generales haga un esfuerzo en determinado 
momento para poner a rueda a Salud Pública, y otra es establecer en la ley algo que quedará para 
siempre. 


Entonces, lo que hoy puede ser una norma que canalice nuestra buena intención de que ASSE se ponga en 
condiciones de prestar una asistencia digna, similar a la del sistema mutual, mañana puede ser una ley que 
permita que, en función de esos excedentes, se termine financiando una ASSE que podría ser absolutamente 
ineficiente. S1 hay un excedente y se utiliza para ponerse a competir, me parece perfecto, pero que tenga una 
cota. Le podemos dar un año, determinado período, pero que no sea para siempre, porque todos sabemos que 
el Estado a veces gestiona bien y muchas otras mal. Y no quiero que esta ley termine convirtiéndose en el 
instrumento para que ASSE se administre ineficientemente y que, en definitiva, el que termine pagando esa 
ineficiencia sea el bolsillo de la gente. Porque, ¿de dónde va a salir ese excedente? De la plata de la gente, de 
lo que pagamos los uruguayos. Entonces, no me parece bien poner para siempre en una ley, que los 
uruguayos financiemos por los años de los años, amén, la posible ineficiencia de un servicio del Estado. 


Además, no creo que no haya ningún partido donde alguien no haya levantado la voz por los llamados 
impuestos indirectos. UTE cobra un servicio que debería abonarse para pagar los costos de ese servicio. Lo 
mismo pasa con ANTEL. El Estado tiene organismos que brindan servicios y las cuotas deberían ser 
razonables teniendo en cuenta lo que el servicio cuesta, pero todos sabemos -todos los partidos, salvo el del 


señor Diputado Posada, han estado en el Gobierno y esta situación se ha "cronificado"- que esos organismos 
han servido para transferir sus excedentes a Rentas Generales y poner un impuesto indirecto, que no se vota 
como un impuesto, pero que termina siéndolo. El Estado brinda un servicio que no debe dar ganancia, pero le 
pone ganancias y con eso financia otras cosas. 


A mí me parece que compartimos la intención, que a ASSE hay que fortalecerla y con las dos manos, pero 
para cumplir con esa intención no nos parece bueno... 


Señor Presidente: pido que me escuchen. 


(Diálogos) 


Entonces, me parece que es buena la filosofía, pero así como está el texto, hay una situación que puede 
terminar siendo crónica, y a los uruguayos se les descontaría más de lo debido para financiar una ASSE que 
puede ser insuficiente, o para que el Estado engorde su bolsillo y pague la ineficiencia de quién sabe qué otro 
lugar. 

SEÑOR VEGA LLANES.- Solicito que la Comisión pase a intermedio por cinco minutos. 

SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar. 


(Se vota) 


Catorce por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Se pasa a intermedio. 
(Es la hora 16 y 39) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 16 y 42) 
SEÑOR VEGA LLANES.- Quiero aclarar el concepto que había manejado. 


El fondo está integrado por lo que hoy aporta el BPS por el concepto de cuota mutual de los trabajadores 
privados que están en la actual DISSE, además de la cuota de los funcionarios que ingresan por esta ley. 
Entonces, ese sería el excedente que se iría a distribuir. 


SEÑOR POSADA.- Quiero dejar constancia de una situación que puede haber pasado inadvertida, 
pero que me parece realmente grave y es a la cual se refirió el señor Diputado Asqueta Sóñora. El 
hecho de prever transferencias de ASSE a Rentas Generales, vía el otro proyecto que se está 
considerando en la Comisión, me parece realmente muy grave. Indudablemente, esta podría ser una 
forma más de incremento de la imposición a la que estamos acostumbrados en los últimos tiempos por 
parte del Poder Ejecutivo. 


No es un tema menor y hay que considerarlo, sobre todo en su contexto. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Queremos dejar constancia de que vamos a votar negativamente este 
artículo y de que expondremos los fundamentos en el Plenario de la Cámara. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 8”. 


(Se vota) 


Ocho en catorce: AFIRMATIVA 


En consideración el artículo 9*. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Compartimos este artículo. Queríamos desglosarlo para hacer la 
argumentación de que hubiéramos preferido que se fijasen metas en el tiempo para ir cumpliendo con 
las cosas que se dicen en él. En su inciso segundo estamos facultando al Poder Ejecutivo a incluir a 
otros funcionarios, ya que dice: "Facúltase al Poder Ejecutivo, a extender el régimen creado en la 
presente ley, a funcionarios de otros organismos públicos nacionales", pero esa es una expresión de 
deseo tal vez para siempre, que no sabemos cuándo se concretaría. La Ministra no lo dijo. Nuestra 
aspiración era que alguien dijera que esto iba a entrar a regir en dos o tres años, por ejemplo. También 
podría haber sido como dijo el señor Diputado Vega Llanes: "En enero, cuando salga la ley grande, 
todo este tema se va a arreglar". Nuestra intención era que se pusiera una fecha. Compartimos que 
hay que poner más funcionarios y todo lo demás que dice el artículo, pero reitero que nos hubiera 
gustado que se estableciera una fecha. No por eso vamos a dejar de votarlo, pero queremos que quede 
la constancia de que carece de una meta del Poder Ejecutivo en el sentido de cuándo va a ocurrir que 
todos los funcionarios estén incluidos en un sistema parecido. 


SEÑOR ASTI.- Cuando analizamos el proyecto en la discusión general mencionamos que íbamos a 
solicitar un fe de erratas al Senado, y como está en este artículo, quiero recalcarlo. Correspondería 
establecer: "La aportación progresiva hasta alcanzar el 3% (tres por ciento), establecida en el 
artículo 4” [...]". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo solicitado por el señor Diputado está en proceso. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 9*. 


(Se vota) 


Catorce por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 11. 


SEÑOR POSADA.- El delito que se configura en el artículo 11 me parece un verdadero disparate. Tan 
disparate fue que esto se creó en la administración del doctor Batlle a través de una Ley de Urgencia. 
Allí hubo una verdadera inflación en materia de delitos, entre ellos este; con una argumentación 
totalmente compartible, tanto que lo acompañamos, en la llamada ley de humanización carcelaria esto 
se derogó. Pero ahora se vuelve a crear. 


Estas son de las cosas que no se explican. Cuando en un sistema como el que vivimos alguien aprovecha esta 
situación es porque alguien paga; alguien, las propias entidades mutuales, están dispuestas a pagar, y por eso 
sucede. Este es un problema de funcionamiento de las propias entidades mutuales. En todo caso, lo que 
debería reglamentarse es que las entidades mutuales no puedan pagar ningún beneficio por este tipo de 
situaciones. Reitero que esto me parece un verdadero disparate; esto reedita el disparate al que hacíamos 
referencia en la Ley de Urgencia: se vuelve a crear un delito cuya concepción es absolutamente disparatada. 


SEÑOR ASTI.- Quisiera hacer algunas aclaraciones sobre lo manifestado por el señor Diputado 
Posada. 


El delito fue eliminado y también considerado en la Ley_N* 17.946, de 6 de enero de 2006; esto ocurrió en 
esta Administración y no sé si lo aprobamos contando con el voto del señor Diputado Posada. En esta 
Administración volvió la inflación de determinado tipo de promociones. 


No vamos a prolongar esta sesión con una discusión que hemos realizado en otras instancias. Quien ha vivido 
desde adentro la intermediación lucrativa y los efectos devastadores que causó en algunas mutualistas que 
estaban en peores condiciones que otras para afrontarla -en este caso me corresponden las generales de la ley, 
porque desde la Dirección de una mutualista cooperativa médica viví el efecto casi mortal de la 
intermediación lucrativa- entiende que hay delitos económicos que se cometen y que deben ser castigados, tal 
como lo prevé este artículo. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Tratemos de actuar con cierta razón. La pregunta es, ¿por qué se derogó 
la ley que existía? Si es tan claro que la ley era necesaria, ¿por qué cuando se votó la llamada ley de 
humanización carcelaria esto se derogó? 


En toda la política, también la política en materia penal, hay que tener cierta coherencia. Uno no puede estar 
derogando delitos, volver a crearlos y cambiarlos seis meses después. Ya van tres veces que en este Gobierno 
se toca este delito, primero derogándolo, con fantásticos discursos explicando por qué de ahora en más iba a 
ser todo mejor porque habría menos delitos, después, volviéndolo a poner y ahora retocándolo. 


El tema es actuar con un poquito de coherencia en esta materia. Francamente debo decir que esta situación 
preocupa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 11. 


(Se vota) 


Ocho en catorce: AFIRMATIVA. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Creo que esa ley fue derogada en un paquete sin saber exactamente 
que estaba incorporado esto. 


SEÑOR POSADA.- Tengo muy presente el discurso de algún miembro de su bancada, integrante de la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, haciendo especial 
referencia a este tema. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- A fines del año pasado en la Comisión de Salud Pública y Asistencia 
Social discutimos esta ley y la votamos por unanimidad. Recuerdo que hubo una discusión con el señor 
Diputado OLANO Llano, y debo decir que él tenía razón. Como esa iniciativa tenía que volver al 
Senado, acordamos que las salvedades planteadas por el señor Diputado OLANO Llano se iban a tener 
en cuenta en la futura ley, que es la que estamos aprobando ahora. En determinado momento se nos 
reprochó que esas salvedades no se habían solucionado y nosotros explicamos que era porque venía 
esta nueva ley. También tenemos que decir que esa salvedad fue introducida en este artículo. La 
salvedad planteada en aquel entonces por el Partido Nacional se tuvo en cuenta en este artículo cuando 
dice: 'a excepción de mejoras en las prestaciones asistenciales". Nosotros nos habíamos comprometido 
a que por medio de una reglamentación se cambiara, pero no se hizo porque venía la ley. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Lo que dice el señor Diputado Gallo Imperiale es absolutamente cierto. En 
aquel momento dijimos que si eso se dejaba como estaba, alguien podía ofrecer a cambio una mejora 
en la prestación del servicio, y que no lo podría concretar porque podía llegar a ser acusado de 
intermediación lucrativa. 


Lo que dice el señor Diputado Gallo Imperiale es verdad. No hemos votado este artículo, pero lo vamos a 


considerar en el plenario. Nobleza obliga a decir que lo que dice el señor Diputado Gallo Imperiale es 
absolutamente cierto. En aquel momento nosotros lo habíamos acotado. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita que se proporcione el nombre del miembro informante en 
mayoría y se ponga en conocimiento si va a haber miembro informante en minoría. 


SEÑOR POSADA.- Pienso que miembro informante en minoría no va a haber, porque se votó por 
unanimidad. Adelanto que yo voy a firmar el proyecto con salvedades. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Nosotros también firmamos con salvedades. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 
SEÑOR CONDE.- Proponemos como miembro informante al señor Diputado Vega Llanes. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Catorce por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
La Mesa agradece a todos por su presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


